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Artículo primero. Modificación de la Ley Orgánica del
Poder Judicial.

Se modifica el artículo 66 de la Ley Orgánica 6/1985,
de 1 de julio, del Poder Judicial, que queda redactado
de la siguiente manera:

«La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional conocerá:

a) En única instancia, de los recursos conten-
cioso-administrativos contra disposiciones y actos
de los Ministros y Secretarios de Estado que la
ley no atribuya a los Juzgados Centrales de lo
Contencioso-Administrativo.

b) En única instancia, de los recursos conten-
cioso-administrativos contra los actos dictados por
la Comisión de Vigilancia de Actividades de Finan-
ciación del Terrorismo. Conocerá, asimismo, de la
posible prórroga de los plazos que le plantee dicha
Comisión de Vigilancia respecto de las medidas pre-
vistas en los artículos 1 y 2 de la Ley 12/2003,
de prevención y bloqueo de la financiación del
terrorismo.

c) De los recursos devolutivos que la ley esta-
blezca contra las resoluciones de los Juzgados Cen-
trales de lo Contencioso-Administrativo.

d) De los recursos no atribuidos a los Tribu-
nales Superiores de Justicia en relación a los con-
venios entre las Administraciones públicas y a las
resoluciones del Tribunal Económico-Administrati-
vo Central.

e) De las cuestiones de competencia que se
puedan plantear entre los Juzgados Centrales de
lo Contencioso-Administrativo y de aquellos otros
recursos que excepcionalmente le atribuya la ley.»

Artículo segundo. Modificación de la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Se añade un párrafo e) al artículo 11.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, con el siguiente texto:

«e) De los recursos contra los actos dictados
por la Comisión de Vigilancia de Actividades de
Financiación del Terrorismo, y de la autorización
de prórroga de los plazos de las medidas de dicha
Comisión, conforme a los previsto en la Ley de
Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terro-
rismo.»

Disposición final primera.

Lo dispuesto en el artículo segundo de esta ley orgá-
nica tiene carácter de ley ordinaria.

Disposición final segunda.

La presente ley orgánica entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.

Madrid, 21 de mayo de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

10288 LEY 11/2003, de 21 de mayo, reguladora
de los equipos conjuntos de investigación
penal en el ámbito de la Unión Europea.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Con el Tratado de Amsterdam nació la idea de crear,
en el ámbito de la Unión Europea, un espacio de libertad,
seguridad y justicia, y desde la celebración del Consejo
Europeo de Tampere, en octubre de 1999, se otorgó
un especial impulso a la consecución de este objetivo.
A partir de los acontecimientos ocurridos en septiembre
de 2001, tales premisas han adquirido una mayor rele-
vancia, razón por la cual los Estados miembros han cen-
trado sus esfuerzos en adoptar las medidas necesarias
para potenciar la cooperación en las investigaciones cri-
minales, en la lucha contra la delincuencia organizada,
contra el tráfico de drogas y la trata de seres humanos
y, en especial, en la lucha contra el terrorismo.

Uno de los instrumentos para conseguir este objetivo
es la creación de equipos conjuntos de investigación,
que aparece recogida tanto en el propio Tratado de la
Unión Europea como en el Convenio relativo a la asis-
tencia judicial en materia penal de 29 de mayo de 2000.
Teniendo en cuenta que este convenio aún no ha sido
ratificado por los Estados miembros, y para acelerar la
puesta en marcha de los citados equipos, se elaboró,
en el seno del Consejo de Ministros de Asuntos de Jus-
ticia e Interior, un proyecto de Decisión Marco, impulsado
por España, Francia, Reino Unido y Bélgica, relativo ínte-
gramente a los equipos conjuntos de investigación.

Se trata, pues, de crear, en el ámbito de la Unión
Europea, un instrumento específico y vinculante que per-
mita a los Estados llevar a cabo actuaciones coordinadas
y concertadas a través de investigaciones conjuntas que
se desarrollen en el territorio de dos o más Estados.

Ésta es la finalidad perseguida por esta ley, incorporar
a nuestro ordenamiento jurídico los mecanismos nece-
sarios para crear equipos conjuntos de investigación
penal en el ámbito de la Unión Europea. Y aunque todavía
no haya sido aprobada la citada Decisión Marco, se con-
sidera de gran interés presentar el instrumento norma-
tivo nacional que permita acelerar la creación y puesta
en marcha de estos equipos.

La finalidad de los equipos conjuntos, como no podía
ser de otra manera, es la realización de investigaciones
en el territorio de uno o de varios Estados miembros,
a través de un grupo ad hoc formado por representantes
de todos los Estados que acuerden la constitución del
equipo.

Es evidente que estas investigaciones conjuntas per-
mitirán alcanzar mayores cotas de eficacia y eficiencia
en la lucha contra la delincuencia organizada con carác-
ter general; pero, también es razonable que en el con-
texto mundial actual se ponga un especial énfasis en
la lucha contra el terrorismo y se otorgue prioridad a
los acuerdos de constitución de equipos conjuntos de
investigación que persigan estos fines.

En cuanto al contenido de la ley, está estructurada
en tres capítulos. El capítulo I regula el objeto de la
ley y las definiciones de los términos contenidos en la
misma, según lo dispuesto en la normativa comunitaria.
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A continuación, el capítulo II está dedicado especí-
ficamente a los equipos conjuntos de investigación que
vayan a actuar en España, bien sea porque la autoridad
competente española haya solicitado directamente su
creación, bien porque haya participado en dicha creación
junto a otros Estados.

Se regulan las normas generales de actuación de
estos equipos, esto es, el contenido mínimo del acuerdo
de constitución, su composición (con especial referencia
a la posible incorporación al mismo de personas que
no sean representantes de aquéllos, como funcionarios
de organismos creados de conformidad con el Tratado
de la Unión Europea), el tratamiento de la información
obtenida por el equipo durante la investigación, la eje-
cución de medidas de investigación y el régimen especial
de responsabilidad patrimonial de los miembros de otros
Estados, asimilándolo al de los españoles, cuando rea-
licen las tareas propias del equipo.

Finalmente, el capítulo III contiene una referencia a
la actuación de equipos en los que España participe,
cuando actúen fuera del territorio, en cuyo caso se regi-
rán por la legislación del Estado donde desarrollen sus
funciones.

Por último, las disposiciones adicionales y las finales
hacen referencia al régimen jurídico aplicable a la actua-
ción de estos equipos, a la participación de unidades
especializadas de la Unión Europea, así como a la habi-
litación al Gobierno para su desarrollo reglamentario y
a la entrada en vigor.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Esta ley tiene por objeto regular la constitución de
equipos conjuntos de investigación entre dos o más Esta-
dos miembros de la Unión Europea, cuando su creación
se solicite por alguno de ellos y participe la autoridad
competente española o sus actividades se desarrollen
en territorio español.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos previstos en esta ley se entiende por:
a) «Equipo conjunto de investigación», el constituido

por acuerdo de las autoridades competentes de dos o
más Estados miembros de la Unión Europea para llevar
a cabo investigaciones penales en el territorio de alguno
o de todos ellos, que requieran una actuación coordi-
nada, con un fin determinado y por un período limitado.

b) «Miembros destinados», los miembros del equipo
conjunto de investigación procedentes de Estados dis-
tintos a aquél en el que actúa el equipo; cuando los
citados miembros tengan la condición de funcionarios
según sus respectivas legislaciones nacionales, se les
denominará «funcionarios destinados».

c) «Medidas de investigación», cualquier tipo de
actuación que se realice en el seno de la investigación
prevista en el acuerdo de constitución.

Artículo 3. Autoridad competente española.

Las referencias a la autoridad competente española
se entenderán hechas a:

La Audiencia Nacional, cuando la investigación recai-
ga sobre los delitos cuyo enjuiciamiento corresponda
a dicho órgano jurisdiccional y participen en el equipo
miembros de las carreras judicial o fiscal.

El Ministerio de Justicia, cuando la investigación recai-
ga sobre los delitos para cuyo enjuiciamiento no resulte
competente la Audiencia Nacional y participen en el equi-
po miembros de las carreras judicial o fiscal.

El Ministerio del Interior, a través de la Secretaría
de Estado de Seguridad, en todos los supuestos en que
no participen en el equipo conjunto de investigación
miembros de las carreras judicial o fiscal.

CAPÍTULO II

Constitución de un equipo conjunto de investigación
que vaya a actuar en España

Artículo 4. Adopción del acuerdo de constitución.

1. Corresponderá a la autoridad competente espa-
ñola valorar y adoptar, en su caso, los acuerdos de cons-
titución de equipos conjuntos de investigación que vayan
a actuar en España.

2. La autoridad competente española otorgará pre-
ferencia en todos los casos a las investigaciones rela-
cionadas con delitos de terrorismo.

Artículo 5. Contenido del acuerdo.

El acuerdo de constitución de un equipo conjunto
de investigación que vaya a actuar en el territorio español
deberá contener, como mínimo, las especificaciones
siguientes:

a) Voluntad explícita, manifestada por la autoridad
competente de cada Estado miembro solicitante, de
constitución del equipo conjunto de investigación.

b) Motivación suficiente de su necesidad y tiempo
máximo de vigencia del equipo para los fines que se
determinen.

c) Objeto determinado y fines de la investigación.
d) Propuesta de composición del equipo, teniendo

en cuenta que el jefe de éste será designado por la
autoridad competente española.

e) Referencia explícita a la legislación aplicable a
la actuación del equipo constituido.

f) Especificación, en su caso, de las medidas orga-
nizativas que sean necesarias para que el equipo pueda
actuar.

g) Competencias del jefe del equipo.
h) Régimen jurídico sobre la utilización, por los

miembros del equipo, de las informaciones obtenidas
en el curso de la investigación.

i) Autorización o condiciones que han de concurrir
para que personas no constituyentes del equipo puedan
participar en sus actividades, en los términos del artícu-
lo 10. En este caso, deberá hacerse una referencia explí-
cita a los derechos conferidos a éstos.

Artículo 6. Medidas organizativas.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 5.d), la autoridad competente española designará al
jefe del equipo conjunto de investigación que vaya a
actuar en España. Cuando el equipo vaya a desarrollar
actividades fuera del territorio español, se estará a lo
que disponga la normativa del Estado correspondiente.

2. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 5.f), la autoridad competente española deberá
adoptar las disposiciones organizativas necesarias para
que el equipo pueda actuar.
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Artículo 7. Ejecución de medidas de investigación.

1. El jefe del equipo podrá encomendar a los miem-
bros destinados la participación o la ejecución por sí
mismos de determinadas medidas de investigación.

2. Cuando sea necesaria la adopción de medidas
de investigación en el territorio de uno de los Estados
que hayan constituido el equipo conjunto de investiga-
ción, los miembros destinados por ese Estado podrán
pedir a sus autoridades que adopten tales medidas en
las mismas condiciones que si fueran solicitadas en el
marco de una investigación nacional.

3. Si se considera necesaria la adopción de medidas
o la petición de ayuda a un Estado miembro que no
haya participado en la creación del equipo o de un tercer
Estado, la autoridad competente española se encargará
de formular dicha petición.

Artículo 8. Fines de la información obtenida.

La información que puedan obtener los miembros
del equipo conjunto de investigación como consecuencia
de ésta podrá utilizarse para los siguientes fines:

a) Para los que se haya creado el equipo.
b) Para descubrir, investigar y enjuiciar otras infrac-

ciones penales, previa autorización del Estado en el que
hayan obtenido la información. Dicha autorización úni-
camente podrá denegarse cuando la utilización de la
información ponga en peligro otras investigaciones pena-
les en aquel Estado.

c) Para evitar una amenaza inmediata y grave para
la seguridad pública, sin perjuicio de lo dispuesto en
el párrafo b) de este artículo.

d) Para otros fines, siempre y cuando así lo hayan
convenido los Estados que crearon el equipo.

Artículo 9. Ampliación del ámbito de actuación.

1. En el caso de que varíen las circunstancias que
motivaron la investigación para la que se creó el equipo,
aquélla podrá extenderse a hechos que guarden
conexión directa con el objeto del acuerdo, o ampliarse
el período por el cual fue inicialmente acordada, con
el consentimiento de todos los Estados que constitu-
yeron el equipo, sin necesidad de otro acuerdo expreso.

2. No obstante lo anterior, cuando los Estados afec-
tados pongan en conocimiento de la autoridad compe-
tente española las citadas circunstancias, ésta podrá
comunicarles la necesidad de formalizar otro acuerdo
que proporcione cobertura a las nuevas investigaciones.

Artículo 10. Modificaciones en la composición del
equipo.

1. Las autoridades competentes de los Estados que
hayan creado el equipo conjunto de investigación,
podrán acordar la incorporación a éste de personas que
no sean representantes de aquéllos, en especial de fun-
cionarios de organismos creados de conformidad con
el Tratado de la Unión Europea, a los que se refiere
la disposición adicional segunda de esta ley.

2. Cuando se incorporen las personas señaladas en
el apartado anterior, no gozarán de los derechos con-
cedidos a los miembros del equipo o destinados en él,
salvo que el acuerdo de constitución establezca lo con-
trario.

Artículo 11. Responsabilidad patrimonial de los miem-
bros destinados.

1. En el ejercicio de las actividades propias de la
investigación, los miembros destinados estarán sujetos

al mismo régimen de responsabilidad patrimonial que
las autoridades y sus agentes y los funcionarios públicos
españoles.

2. La autoridad competente española indemnizará
a los particulares por cualquier lesión que sufrieran en
sus bienes o derechos como consecuencia del funcio-
namiento o de las actividades del equipo conjunto de
investigación, salvo en los supuestos de fuerza mayor.

3. Cuando el daño sea imputable a un miembro des-
tinado al equipo, la autoridad competente española
podrá exigir el importe del resarcimiento al Estado miem-
bro al cual represente.

CAPÍTULO III

Constitución de un equipo conjunto de investigación
que vaya a actuar fuera de España

Artículo 12. Acuerdo de constitución.

1. La autoridad competente española será la encar-
gada de solicitar la creación de un equipo conjunto de
investigación o decidir sobre la participación española
en equipos que vayan a crearse a instancias de otros
Estados.

2. A estos efectos, la autoridad competente espa-
ñola podrá solicitar informe a los organismos afectados
por la materia objeto de la investigación.

3. Cuando se trate de la creación de un equipo a
instancias de la autoridad competente española, la soli-
citud de acuerdo deberá contener lo dispuesto en el
artículo 5 de esta ley, así como cuantas prescripciones
exija la normativa del Estado en el que vaya a actuar
el equipo.

Disposición adicional primera. Normativa aplicable.

1. La actuación del equipo conjunto de investiga-
ción en el territorio español se regirá por lo establecido
en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial; en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo,
de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; en la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal; en la Ley 50/1981, de 30 de diciem-
bre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Minis-
terio Fiscal; en el Real Decreto 769/1987, de 19 de
junio, de regulación de la Policía Judicial, y demás dis-
posiciones aplicables.

2. Cuando se trate de un equipo conjunto de inves-
tigación cuya creación haya solicitado o en la que haya
participado la autoridad competente española, su actua-
ción fuera del territorio español se regirá por lo esta-
blecido en la normativa aplicable en el Estado en el que
vaya a actuar.

Disposición adicional segunda. Participación de unida-
des especializadas de la Unión Europea.

Se aplicarán las previsiones de esta ley a los equipos
conjuntos de investigación que pudieran crearse, en su
caso, en el ámbito de la Unidad «EUROJUST», de la
Oficina Europea de Policía «EUROPOL» y de la Oficina
Europea de Lucha Antifraude «OLAF».

Disposición adicional tercera. Información a las comu-
nidades autónomas.

A las comunidades autónomas con competencias
para la protección de personas y bienes y para el man-
tenimiento del orden público, se les podrá facilitar, en
el ámbito de las juntas de seguridad, información
derivada de la actuación de equipos conjuntos de inves-
tigación cuando pueda resultar de interés para el ejer-
cicio de sus competencias.
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan
a lo dispuesto en esta ley.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo de esta ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 21 de mayo de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

10289 LEY 12/2003, de 21 de mayo, de prevención
y bloqueo de la financiación del terrorismo.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El terrorismo constituye una de las mayores agre-
siones a la paz, a la seguridad y a la estabilidad de las
sociedades democráticas. Sucesos como los trágicos
atentados del 11 de septiembre de 2001 no han hecho
sino evidenciar aún más que ningún ciudadano, ninguna
institución, ni ningún Estado se encuentran al margen
de esta amenaza. En consecuencia, es obligado dar una
respuesta proporcionada y coordinada a esta situación
por todos los Estados, que han de dotarse de los meca-
nismos necesarios para luchar contra el terrorismo en
todas sus formas y manifestaciones y para prevenir la
comisión de actuaciones terroristas, con todos los ins-
trumentos que proporciona el Estado de Derecho, en
un ámbito de máxima cooperación internacional.

Por eso, la Comunidad Internacional, reunida bajo los
auspicios de Naciones Unidas, ha señalado como uno
de los principales objetivos el acuerdo internacional y
el trabajo común para prevenir y reprimir los actos de
terrorismo.

Un aspecto básico para la prevención de la comisión
de actos terroristas es el cierre de los flujos financieros
de que se nutren las organizaciones terroristas. Como
ha declarado repetidamente Naciones Unidas, el número
y gravedad de los actos de terrorismo dependen en gran
medida de la financiación que puedan obtener los terro-
ristas. De este modo, tanto las organizaciones interna-
cionales como los Estados parte de éstas tienen el con-
vencimiento de que, a través de las medidas preventivas,
se pueden llegar a reducir las actividades de estas orga-
nizaciones y sus devastadores efectos. En concreto, la
Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Uni-

das 1373 (2001), adoptada por unanimidad en su
4385.a sesión, celebrada el 28 de septiembre de 2001,
completando lo dispuesto en sus Resoluciones núme-
ros 1267 (1999), 1269 (1999), 1333 (2000) y 1368
(2001), ha ordenado a los Estados a que adopten las
medidas necesarias para prevenir y reprimir el delito de
terrorismo.

Así, el apartado 1.a) de la Resolución 1373 decide
que los Estados «prevengan y repriman la financiación
de los actos de terrorismo». Y especialmente, en su párra-
fo c), ordena que «congelen sin dilación los fondos y
demás activos financieros o recursos económicos de las
personas que cometan, o intenten cometer, actos de
terrorismo o participen en ellos o faciliten su comisión;
de las entidades de propiedad o bajo el control, directos
o indirectos, de esas personas, y de las personas y enti-
dades que actúen en nombre de esas personas y enti-
dades o bajo sus órdenes, inclusive los fondos obtenidos
o derivados de los bienes de propiedad o bajo el control,
directos o indirectos, de esas personas y de las personas
y entidades asociadas con ellos».

En el ámbito europeo, el Consejo extraordinario de
Jefes de Estado y de Gobierno, celebrado el 21 de sep-
tiembre de 2001, ha decidido que la lucha contra el
terrorismo será más que nunca un objetivo prioritario
para la Unión Europea y ha diseñado un específico Plan
de Acción contra el Terrorismo, del que es elemento
esencial la lucha contra su financiación.

La Unión Europea y los Estados miembros se han
comprometido a adoptar las medidas necesarias para
lograr que nuestros sistemas financieros cooperen para
evitar la creación y transferencia de fondos que sirvan
a la comisión de actuaciones terroristas.

Del mismo modo y en el ámbito nacional, tanto nues-
tros compromisos internacionales como la desgraciada
experiencia española, que sufre la lacra del terrorismo
desde hace décadas, hacen necesario completar nuestro
ordenamiento jurídico con medidas eficaces en el ámbito
de la prevención de esta forma de delincuencia, dentro
del respeto a los principios que informan nuestro Estado
democrático y de derecho. Esta línea continúa las polí-
ticas de prevención de formas especialmente graves de
delincuencia, como el blanqueo de capitales o el tráfico
de drogas, y conecta estrechamente con otros textos
legislativos que, como la Ley 19/1993, de 28 de diciem-
bre, sobre determinadas medidas de prevención del blan-
queo de capitales, o la Ley 40/1979, de 10 de diciembre,
sobre régimen jurídico de control de cambios, han puesto
el acento en los mecanismos de prevención y evitación
del delito desde la perspectiva de su financiación.

II

Para prevenir las actividades de financiación del terro-
rismo e impedir la utilización con tal propósito del sis-
tema financiero en una economía globalizada, el principio
en el que se inspira esta ley no es otro que la posibilidad
de bloqueo de cualquier tipo de flujo o posición financiera
para evitar la utilización de los fondos en la comisión
de acciones terroristas, disponiéndose al tiempo de la
capacidad para identificar y combatir los canales finan-
cieros del terrorismo, verificando la verdadera naturaleza
de los fondos, su origen, localización, disposición y movi-
mientos, o la identidad de los titulares reales de esas
transacciones.

Esta posibilidad de bloquear y examinar operaciones
susceptibles de estar particularmente relacionadas con
la financiación del terrorismo se lleva a cabo a través
de la atribución de potestades específicas dirigidas a
bloquear saldos y movimientos financieros de personas
concretas, otorgadas a un órgano colegiado especiali-
zado, la Comisión de Vigilancia de Actividades de Finan-


